Concierto para delinquir

Radicación: 110016000000020120101001

Procesada: Marísol Pineda Montoya

Confirma

A N° 050


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACUMULACIÓN DE PENAS / REGLAS QUE LA RIGEN / CONCIERTO PARA DELINQUIR Y ESTAFA AGRAVADA.
La institución de la acumulación –de penas– debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de penas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas” en los respectivos fallos, es decir, sobre las penas concretamente dosificadas en la forma y términos dispuestos en las sentencias, de modo que a partir de la pena más grave según su naturaleza […] solo sea necesario un simple ejercicio de comparación matemática entre las de igual naturaleza para saber cuál es la más grave”, obviamente, sin que el quantum definitivo pueda traducir la suma aritmética de las sanciones o comportar el inaceptable desbordamiento del máximo previsto por el legislador.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
              Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, cinco (5) de diciembre de dos mil dieciocho (2018).

                                  Aprobado por Acta N° 1106

                                  Hora: 8:20 a.m.

1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la señora MARISOL PINEDA MONTOYA, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se dio aplicación a la figura de la acumulación de penas a favor de la condenada.
2.- PROVIDENCIA 
La señora PINEDA MONTOYA fue declarada penalmente responsable por el Juzgado Veinte Penal del Circuito de Bogotá D.C. en sentencia de septiembre 10 de 2013, a la pena principal de 84 meses como autora del delito de concierto para delinquir y estafa agravada dentro del proceso radicado al N° 32010-2015, en la cual se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Dicha determinación fue modificada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de la misma ciudad, y al efecto impuso como sanción definitiva la de 81 meses y 27 días de prisión. Los hechos de esa actuación iniciaron en abril 10 de 2010

El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales (C/das.), en auto N° 939 de agosto 8 de 2014 resolvió la acumulación de penas a favor de la sentenciada con los procesos radicados bajo los N° 2012-82364 (N.I.10103) 42 meses de prisión y 2012-04340 de 35 meses de prisión, cuya penal total quedó luego de aplicada esa figura, en 109 meses. 

El Juzgado 18 Penal del Circuito de Bogotá D.C. en fallo de julio 19 de 2016 condenó a la señora PINEDA MONTOÑA a la pena de 57 meses de prisión por el delito de estafa agravada, y le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, proceso con radicado N° 34583-2016. Esa determinación no fue objeto de recurso, razón la que quedó ejecutoriada en esa misma fecha. Los hechos a los que se contrajo ese proceso acaecieron del año 2009 al 2011.

El Juzgado 10 Penal del Circuito de Bogotá D.C. condenó a la misma sentencia mediante fallo de mayo 08 de 2018 impuso a la señora MARISOL una sanción punitiva de 70 meses por el delito de estafa agravada, dentro del radicado 38759-2018 En dicho proveído se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Frente a la misma no se interpuso apelación, por lo que declaró legamente ejecutoriada en el acto. Los hechos que dieron origen a esa actuación sucedieron en agosto 19 de 2011.

Con ocasión de la solicitud de acumulación jurídica de penas, elevada por el defensor de la procesada, el juez ejecutor consideró que se cumplían los presupuestos establecidos en el dispositivo 460 C.P.P. para dar aplicación a la misma y para ello partió de la sanción mayor -109 meses- y la incrementó en 43 meses y 23 días, -correspondiente a la condena de 70 meses- y 35 meses y 19 días –por la condena de 57 meses-. En esas condiciones, la pena resultante fue de 188 meses y 12 días de prisión como principal, e igual lapso para la inhabilitación del ejercicio de derechos y funciones públicas. Adicionalmente se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

3.- RECURSO
El apoderado de la sentenciada no estuvo de acuerdo con esa decisión y por tal motivo interpuso recurso de apelación, debido a que no comparte la redosificación realizada en razón de la acumulación, porque en su criterio debe concederse la prisión domiciliaria prevista en el artículo 38 B. Al efecto argumentó:

Considera excesivo y desproporcionado el aumento del “otro tanto”, por cuanto fue superior a la mitad de la sanción penal en cada una de las sentencias -62% para ambas-, el cual se fundó en la gravedad de los punibles contra el patrimonio económico, que en criterio del funcionairo ejecutor merecían un mayor reproche; sin embargo, dicha valoración debe hacerse conforme a lo que al respecto haya determinado el de juez conocimiento en la dosificación de la pena en los diferentes, en los que si bien se avizora el contexto delictivo, ello no determinación la imposición de penas excesivas por esos operadores jurídicos.

El instituto de la acumulación jurídica de penas se guía por la figura del concurso de delitos, con la que se pretende unir distintas causas que por cuestiones procesales pudieron sancionarse en una misma actuación.

Considera que el juez a quo desdibujó el contenido del artículo 60 C.P. en lo que tiene que ver con los aspectos cualitativos y cuantitativos de la dosificación, toda vez que debió acoger la regla de la tercera parte de la pena, y disponer un aumento de 23 meses en lo que respecta a la pena de 70 meses, y 19 días en la de 58 meses de prisión.

El Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Manizales (C/das.) partió de los 81 meses de prisión y aumentó 26 meses de prisión, correspondientes a las penas de 42 y 35 meses de las demás actuaciones. Por lo que es evidente que el funcionario ejecutor que profirió la decisión de primera instancia desbordó el marco de proporcionalidad, y acogió un esquema y postura de dosificación subjetiva, porque si bien lo que se consigna para el concurso es que no debe exceder la suma aritmética de la penas, el juez no goza de discrecionalidad absoluta, y debe ceñirse al ámbito de movilidad de los cuartos en los que se ubicó el funcionario de conocimiento, que en este caso fue el mínimo. Al efecto cita el aparte pertinente de la providencia CSJ SP, rad. 45.507.

En lo tocante a la prisión domiciliaria regulada en el artículo 38B C.P., el recurrente indica que su representada reúne los requisitos para acceder a la misma, por cuanto las penas para los delitos por los cuales fue sentenciada –concierto para delinquir y estafa agravada- no son superiores a 8 años, no se encuentran excluidos de beneficios y está acreditado el arraigo. Precisamente en la sentencia proferida por el juzgado 18 del Circuito de Bogotá le fue concedido ese beneficio, y proceso que continúa como el principal.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 
De acuerdo con lo referido en los párrafos anteriores, procede la Corporación a desatar el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la sentenciada MARISOL PINEDA MONTOYA contra el auto interlocutorio por medio del cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas hizo la respectiva acumulación jurídica de penas.

Imperativo es recordar que el indicador a tener en cuenta para la dosificación de penas tratándose de un concurso delictivo y/o de la acumulación de causas o de fallos, es el número de ilícitos puestos en juego; y, además, aunque la norma no lo señale en forma expresa, la gravedad de las mismas. 

La institución de la acumulación debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de penas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las normas que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599 de 2000, pero sin que ello implique, como lo precisó la Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas”
 en los respectivos fallos, es decir, sobre las penas concretamente dosificadas en la forma y términos dispuestos en las sentencias, de modo que a partir de la pena más grave según su naturaleza […] solo sea necesario un simple ejercicio de comparación matemática entre las de igual naturaleza para saber cuál es la más grave”
, obviamente, sin que el quantum definitivo pueda traducir la suma aritmética de las sanciones o comportar el inaceptable desbordamiento del máximo previsto por el legislador
.
En el presente asunto, al comparar el quantum de las diferentes penas privativas de la libertad fijadas en las sentencias, se puede establecer que la contenida en el auto de acumulación de agosto 08 de 2018 es efectivamente la más grave, toda vez que se fijó en 109 meses de prisión, por lo cual resultaba proporcional y equitativo adicionar a esta 43 meses y 23 días, -correspondiente a la condena de 70 meses- y 35 meses y 19 días –por la condena de 57 meses-, es decir, el equivalente a un 62% . 
En esos términos, hay que reconocer, contrario a lo expresado por el recurrente, que el funcionario de primera instancia en ningún momento se alejó de los lineamientos establecidos en los artículos 460 C.P.P. y 31 C.P., normas en las que se encuentran contempladas las reglas que orientan la materia, toda vez que se partió de la más grave -109 meses- y se incrementó “hasta en otro tanto”, esto es,  sin exceder por tanto la suma aritmética, como situación que no desborda los parámetros de proporcionalidad atendida la gravedad de las conductas atribuidas y por las cuales se halló responsable penalmente a la implicada. 

Si bien se queja el apoderado del recurrente porque en su criterio debe otorgársele a su defendida una mayor reducción de pena, ello equivaldría a desconocer la gravedad de las conductas en las que ha incurrido, con las cuales en compañía de otras personas defraudó a múltiples compradores y vendedores que acudían a la empresa de venta de automotores a la que MARISOL PINEDA MONTOYA estaba vinculada.

En lo tocante a la prisión domiciliaria bajo los presupuestos del artículo 38 B C.P., se trata de un aspecto que no fue materia de decisión porque no había sido solicitado por la defensa, como bien lo reconoce el impugnante; por tanto, en aras de respetar la doble instancia el togado debe hacer la respectiva petición para que se proceda al estudio pertinente por parte del juez ejecutor.

Por lo anterior, la Corporación acompañará la decisión proferida por el juzgado de primer nivel, al encontrarla ajustada a derecho.

5.- DECISIÓN  
Acorde con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de apelación. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� C.S.J., casación penal, auto del 08-02-05, radicación 18.911


� C.S.J., casación penal, auto del 12-11-02, radicación 14.170.


� Módulo “Función de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad”. IV Curso de Formación Judicial Inicial para Magistrados, Magistradas, Jueces y Juezas de la República. Promoción 2009. Unidad 1. 1.2.3.1. La Acumulación de Penas. Pág. 20, 33-34.





Página 1 de 5
3

